
Necesidad de informe jurídico del anexo I (cuadro de características) del Pliego de Cláusulas 

Administrativas Particulares. 

 

CONSULTA 

 

“Buenos días: 

Nos encontramos preparando un contrato de servicios y para ello empleamos los modelos de pliegos 

aprobados por la Consejería de Hacienda.  

Estos modelos no necesitan informe jurídico, al haberse formulado con anterioridad a su aprobación, pero 

nos surge la duda de si es preciso un informe para el Anexo en el que consta el cuadro de características, 

que es en el que el pliego se adapta al contrato particular que se tramita.  

Muchas gracias.  

Reciba un cordial saludo”.  

 

RESPUESTA 

 

En primer lugar, indicar que, entiende este servicio que la consulta planteada, por los términos en que 

resulta expuesta, parte de lo que dispone el artículo 122.7 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 

Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 

Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, (en adelante, 

LCSP), que establece lo siguiente: 

“7. En la Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios 

Comunes de la Seguridad Social y demás Administraciones Públicas integrantes del sector público estatal, 

la aprobación de los pliegos y de los modelos requerirá el informe previo del Servicio Jurídico respectivo. 

Este informe no será necesario cuando el pliego de cláusulas administrativas particulares se ajuste a un 

modelo de pliego que haya sido previamente objeto de este informe.” 

En relación con lo dispuesto en el citado artículo y sobre la cuestión relativa a si resulta necesario el 

informe del Servicio Jurídico sobre los criterios de adjudicación del pliego de un expediente, aunque ya 

existiera informe sobre modelos de pliegos, hemos de traer a colación el Informe 2/2019, de 5 de julio de 

la Junta Regional de Contratación Administrativa de Murcia que indica lo siguiente: 



 “(…) Por lo que se refiere (…) si resulta necesario el informe del Servicio Jurídico sobre los criterios de 

adjudicación del pliego de un expediente aunque sí existiera informe sobre los Pliegos-Tipo, tomando como 

base el Informe 8/2001, de 3 de julio “Contenido de determinadas cláusulas en los pliegos tipo”, de la Junta 

Consultiva del Estado, el establecimiento de modelos tipo de pliegos “constituye una mera posibilidad que 

debe referirse a contratos que, con reiteración y en número significativo, celebra el órgano de 

contratación” y que como tal “facilidad de tramitación que no pretende hurtar al informe del Servicio 

Jurídico aspectos esenciales del contrato, sino que persigue una finalidad más sencilla y procedimental de 

evitar, por innecesarios, pronunciamientos reiterados del Servicio Jurídico sobre aspectos concretos, ya 

que si los expresa en relación con un pliego tipo no tiene por qué volver a reiterarlos en relación con un 

pliego particular”. 

Ahora bien, no podemos olvidar que dicho informe también afirma que “Ello significa la necesidad de que 

el pliego tipo contenga las determinaciones necesarias para los pronunciamientos del Servicio Jurídico y, 

a la vez, que el pliego particular no contenga cláusulas contradictorias o distintas en aspectos esenciales 

del contrato, pues, si esto sucediera, se produciría el efecto de que el pliego particular, a pesar de la 

existencia de pliegos tipo, no quedaría excluido del informe preceptivo del Servicio Jurídico, …”. 

(…) 

Estos informes, se realizaron en relación con lo dispuesto en el art. 49.3 del Real Decreto Legislativo 

2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos de las 

Administraciones Públicas. No obstante, tras la modificación introducida por la Ley 30/2007, de 30 de 

octubre, que precisó que los modelos de pliegos particulares debían estar referidos a determinadas 

categorías de contratos de naturaleza análoga, la redacción de este artículo ha permanecido, 

prácticamente inalterada. De su lectura podemos colegir que se trata de una disposición que no tiene 

carácter básico, que opera en el ámbito de la Administración General del Estado, sus Organismos 

Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social y demás Entidades Públicas 

integrantes del Sector Público Estatal y que permite a todas estas Entidades aprobar modelos de pliegos 

particulares para determinadas categorías de contratos de naturaleza análoga. Exigen estos preceptos 

que la aprobación de los pliegos de cláusulas particulares y de los modelos sean informados por el Servicio 

Jurídico correspondiente, no siendo este informe necesario cuando el pliego de cláusulas administrativas 

particulares se ajuste a un modelo de pliego que haya sido previamente objeto de este informe. 

La interpretación final de esta disposición (art. 122.7 LCSP) y su alcance (…), entendemos que se encuentra 

en la conclusión del Informe 8/2001, de 3 de julio de la Junta Consultiva del Estado: “Por lo expuesto la 

Junta Consultiva de Contratación Administrativa entiende que la regulación contenida en el artículo 49 de 

la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas impone el informe preceptivo de los pliegos por el 

Servicio Jurídico, sin que la existencia de modelos tipos de pliego pueda sustraer aspectos esenciales del 



contrato a dicho informe, de acuerdo, en cuanto a los aspectos concretos consultados, con lo consignado 

en el apartado 3 de las consideraciones”. 

Además, la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Junta de Andalucía, en su Informe 

4/2009, de 22 de abril, relativo a la necesidad del informe jurídico de los pliegos de cláusulas 

administrativas particulares que se ajusten a un modelo previamente informado concluye, siguiendo esta 

misma doctrina que “De acuerdo con el artículo 99.6 de la Ley de Contratos del Sector Público se requerirá 

informe jurídico en relación con los aspectos esenciales del contrato que afecten a los derechos y 

obligaciones de las partes y que no se hayan precisado en el modelo de pliego de cláusulas administrativas 

particulares, siguiendo los criterios orientativos expuestos en el informe”. Esta conclusión se basa, 

fundamentalmente en reconocer que en los modelos de pliegos que se utilizan para una pluralidad de 

contratos, aunque de naturaleza análoga, necesariamente hay aspectos del contrato en concreto que no 

pueden ser previamente precisados y, por otro lado, que la variedad de supuestos que pueden quedar sin 

concretar en los modelos de pliegos, a modo orientativo hace necesaria una distinción entre aspectos que 

son mera identificación del contrato o que son concreción de cuestiones cuyo contenido ha sido totalmente 

acotado en el pliego y sin que el órgano de contratación tenga más opciones que la indicación en los 

cuadros de características de cifras o alternativas ya previstas en los modelos de pliegos y, por otro lado, 

cuestiones que necesitan un desarrollo más extenso, pudiendo el órgano de contratación completar para 

cada contrato en concreto aspectos que no han sido totalmente contemplados en el modelo de pliego, y 

que por tanto al tener un mayor margen de actuación pueden afectar con más intensidad los derechos y 

obligaciones de las partes en aspectos esenciales del contrato. Añade el referido informe que: 

“En estos casos sí se considera necesario un informe jurídico que deberá solicitarse exclusivamente sobre 

tales aspectos, y nuevamente con carácter ejemplificativo, se puede indicar: la determinación de los 

criterios para la adjudicación del contrato y su ponderación o los aspectos económico y técnicos objeto de 

negociación en este tipo de procedimientos. 

Con tales criterios orientativos se deberá valorar en cada caso en concreto la necesidad de someter a 

informe jurídico las cuestiones que no se hayan precisado en los modelos de pliegos de cláusulas 

administrativas particulares”. 

En base a las consideraciones jurídicas anteriores, se formulan las siguientes 

CONCLUSIONES 

(…) 

4. La existencia de modelos tipo de pliego no exonera del preceptivo informe del mismo por el Servicio 

Jurídico respecto de aquellos aspectos que no han sido precisados en el modelo tipo y que pueden afectar 



con mayor intensidad a los derechos y obligaciones de las partes en aspectos esenciales del contrato, tales 

como la determinación de los criterios de adjudicación y su ponderación, entre otros”. 

Así pues, el anexo I de los modelos de pliegos aprobados por la Consejería de Hacienda y Administraciones 

Púbicas deberá ser informado por el Servicio Jurídico, ya que concreta aspectos relacionados con el 

correspondiente contrato objeto de licitación que no han sido precisados en aquéllos y que será necesario 

informar jurídicamente; asimismo, será objeto de este informe comprobar que dichos aspectos no 

contradicen lo dispuesto en las cláusulas de los modelos de pliegos previamente informados por el 

Gabinete Jurídico de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha. 

 

Finalmente indicar que, sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la presente respuesta a la consulta 

planteada tiene carácter meramente informativo y en ningún caso resulta vinculante. 

 

 

SERVICIO DE ASESORAMIENTO Y NORMALIZACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE CONTRATACIÓN 

 


